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EMBARGO Y RETENCIÓN DE LOS recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media


Frente al tema en particular, resulta oportuno expresar que frente a tales situaciones la Sala de Casación Laboral, por medio de las sentencias 39697 de 28 de agosto de 2012, 40557 de 16 de octubre 2012, 41239 de 12 de diciembre de 2012 y 31274 de 28 de enero de 2013, había adoctrinado que los dineros de la seguridad social ostentan la calidad de inembargables, tal y como lo dispone el artículo 143 de la ley 100 de 1993, sin embargo, de manera excepcional, dichos recursos podrán ser objeto de medidas cautelares cuando estén destinados a pagar las pensiones reconocidas por vía judicial de personas que se encuentren en las siguientes condiciones: i) que pertenezcan a la tercera edad, ii) que no cuenten con seguridad social y iii) que no cuenten con recursos económicos para mantenerse; pues en esos precisos casos se encuentran en riesgo los derechos a la vida en condiciones dignas, a la seguridad social y a la tercera edad”

(…)

La ejecutada, a través del Vicepresidente de Financiamiento e Inversiones y Representante Legal Suplente, certificó que las cuentas de la entidad en las diferentes instituciones bancarias no podía ser objeto de embargo, debido que en ellas se encuentran depositados los recursos del Sistema General de Pensiones del Régimen de prima Media con Prestación, argumentos que fueron suficientes para que fuera levantada la medida cautelar”.

(…)

En otras palabras, el que Colpensiones, quien funge como ejecutada en el presente asunto, aporte una constancia expedida por uno de sus funcionarios en la que se certifique la inembargabilidad de todas sus cuentas, es una prueba que por provenir de parte interesada, no resulta plena y bien puede ser controvertida por el interesado, mediante otras pruebas que demuestren lo contrario y con las implicaciones procesales e incluso penales que tal circunstancia pueda acarrear para el funcionario que haya realizado las falsas afirmaciones en la certificación”

(…)

Así las cosas, al juzgado le correspondía, no levantar la medida cautelar, sino poner en conocimiento de la parte ejecutante la comunicación remitida por la entidad bancaria y la certificación de Colpensiones, en orden a que si ésta consideraba que dichos documentos contenían información falaz, tuviera la oportunidad de demostrar que los dineros consignados en las citadas cuentas, no hacen parte de los fondos de reparto del sistema general de pensiones, y sólo entonces, luego de dar ese espacio de contradicción,  el juzgado, con base en los elementos de juicio puestos a su conocimiento, podía tomar una correcta decisión sobre la suerte de la medida cautelar”.
(…)
Encontrando entonces que le asiste razón al recurrente en el sentido que no debió levantarse la medida, se revocará el auto impugnado, ordenando al juzgado continuar con el trámite pertinente”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dieciocho de julio de dos mil dieciocho
Acta número          de 18 de julio de 2018
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado contra el auto por medio del cual el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el día 27 de noviembre de 2017, ordenó el levantamiento de las medidas de embargo y retención de los dineros de propiedad de la Administradora Colombiana de Pensiones decretadas dentro del proceso ejecutivo que adelanta DORIS RESTREPO GIRALDO contra esta entidad.

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Pretende la señora Doris Restrepo Giraldo que se le pague la suma de $800.000 por concepto de costas procesales liquidadas en el proceso ordinario que adelantó en contra de Colpensiones, el cual culminó con sentencia favorable proferida por el Juzgado Segundo Adjunto del Juzgado Segundo Laboral del Circuito proferida el 19 de agosto de 2011 y confirmada por esta Corporación en providencia de fecha 22 de junio de 2012.
Finalizadas las medidas de descongestión el expediente fue remitido al Juzgado Segundo Laboral, despacho que ante la petición de la parte actora, mediante auto de fecha 8 de marzo de 2016 procedió a librar mandamiento de pago por la suma antes citada y por los intereses sobre el capital.  
Decretada las medidas de embargo de los dineros que se encuentran depositados en las cuentas de diferentes entidades bancarias, ante el requerimiento de la parte ejecutante para que el banco BBVA diera respuesta al requerimiento, el Juzgado, mediante auto de fecha 27 de noviembre de 2017, dispuso el levantamiento de la medida previa decretada al momento de librar mandamiento de pago.

A la anterior decisión arribó en consideración a la certificación aportada por Colpensiones –fl 38- en la que informa que todas las cuentas que posee en las diferentes entidades bancarias de la ciudad hacen parte de los recursos del Sistema General de Pensiones del Régimen de Prima Media con Prestación definida y por lo tanto no son susceptibles de embargo.

Inconforme con la decisión, la parte ejecutante la apeló indicando que los dineros depositados en las cuentas no solo provienen de los recursos de la Seguridad Social, sino que también de los rubros necesarios para administrar la entidad, por lo que estima equivocada la decisión de primer grado, toda vez que antes de levantar las medidas cautelares, debió indagarse el origen de los recursos consignados en las cuentas objeto de embargo, pues no existe prueba que ofrezca la certeza respecto a ese punto.

Refiere que la certificación aportada por Colpensiones impide u obstaculiza el cumplimiento de derechos del accionante ya reconocidos por la vía judicial, lo cual desnaturaliza el proceso ejecutivo y el objeto de las medidas cautelares, imposibilitando la utilización de este medio para lograr la satisfacción de los derechos concedidos.
CONSIDERACIONES

El presente asunto, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Es válido que el Juzgado Segundo Laboral del Circuito levante las medidas de embargo sobre cuentas bancarias debido a la certificación de Colpensiones de que los recursos depositados en ellas hacen parte del Sistema General de Pensiones?

Para resolver los interrogantes formulados es necesario hacer las siguientes precisiones: 

1. EMBARGO Y RETENCIÓN DE LOS recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media.
Frente al tema en particular, resulta oportuno expresar que frente a tales situaciones la Sala de Casación Laboral, por medio de las sentencias 39697 de 28 de agosto de 2012, 40557 de 16 de octubre 2012, 41239 de 12 de diciembre de 2012 y 31274 de 28 de enero de 2013, había adoctrinado que los dineros de la seguridad social ostentan la calidad de inembargables, tal y como lo dispone el artículo 143 de la ley 100 de 1993, sin embargo, de manera excepcional, dichos recursos podrán ser objeto de medidas cautelares cuando estén destinados a pagar las pensiones reconocidas por vía judicial de personas que se encuentren en las siguientes condiciones: i) que pertenezcan a la tercera edad, ii) que no cuenten con seguridad social y iii) que no cuenten con recursos económicos para mantenerse; pues en esos precisos casos se encuentran en riesgo los derechos a la vida en condiciones dignas, a la seguridad social y a la tercera edad.

Por lo anterior, concluía la Sala de Casación Laboral, que sería cada funcionario judicial el encargado de realizar el estudio sobre cada caso en particular teniendo en cuenta el marco jurisprudencial trazado, con el objeto de determinar si se decretan o no medidas cautelares sobre los recursos de la seguridad social que en principio gozan del beneficio de la inembargabilidad, en desarrollo de la independencia de las decisiones judiciales, pero sin perjuicio de las responsabilidades que ellas implican.

A más de lo anterior, en las sentencias de tutela STL 17033-2014 y STL 16796-2014, ésta misma Corporación precisó que en los eventos de ejecuciones por incrementos pensionales y reliquidaciones pensionales, si COLPENSIONES no ha cumplido con la condena impuesta por un juez de la República, es procedente proceder al decreto de medidas cautelares para lograr la efectividad de la sentencia que reconoce un derecho social.

De allí que proceda el embargo de los recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media, para permitirlos cuando Colpensiones, sin razones que lo justifiquen, no ha cumplido las condenas que se le han impuesto y siempre y cuando se trate del cobro de prestaciones o beneficios otorgados por el sistema general de pensiones.
2. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la parte ejecutante busca por este medio el pago de las costas procesales reconocidas en la sentencia que concedió a su favor la pensión de vejez, obligación que no se encuentra incluida dentro de las excepciones trazadas por la Sala de Casación Laboral, para permitir el embargo de los recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media administrado por Colpensiones.
El anterior condicionamiento bien fue entendido en su momento por el despacho de conocimiento pues de acuerdo con el mandamiento de pago que obra a del folio 33 al 36 del cuaderno de primera instancia, la parte ejecutante solicitó como medida cautelar el embargo de los dineros de propiedad de Colpensiones depositados en las cuentas 652832095-92, 65283206810 y 65283209592 de Bancolombia y el Juzgado, aunque decretó la medida la restringió a los dineros que no hicieran parte de los fondos de reparto del régimen de prima media administrado por la ejecutada.

La ejecutada, a través del Vicepresidente de Financiamiento e Inversiones y Representante Legal Suplente, certificó que las cuentas de la entidad en las diferentes instituciones bancarias no podía ser objeto de embargo, debido que en ellas se encuentran depositados los recursos del Sistema General de Pensiones del Régimen de prima Media con Prestación, argumentos que fueron suficientes para que fuera levantada la medida cautelar. 
En otras palabras, el que Colpensiones, quien funge como ejecutada en el presente asunto, aporte una constancia expedida por uno de sus funcionarios en la que se certifique la inembargabilidad de todas sus cuentas, es una prueba que por provenir de parte interesada, no resulta plena y bien puede ser controvertida por el interesado, mediante otras pruebas que demuestren lo contrario y con las implicaciones procesales e incluso penales que tal circunstancia pueda acarrear para el funcionario que haya realizado las falsas afirmaciones en la certificación. 

Así las cosas, al juzgado le correspondía, no levantar la medida cautelar, sino poner en conocimiento de la parte ejecutante la comunicación remitida por la entidad bancaria y la certificación de Colpensiones, en orden a que si ésta consideraba que dichos documentos contenían información falaz, tuviera la oportunidad de demostrar que los dineros consignados en las citadas cuentas, no hacen parte de los fondos de reparto del sistema general de pensiones, y sólo entonces, luego de dar ese espacio de contradicción,  el juzgado, con base en los elementos de juicio puestos a su conocimiento, podía tomar una correcta decisión sobre la suerte de la medida cautelar. 
También es preciso asentar que la afirmación contenida en la certificación expedida por Colpensiones no tiene la entidad suficiente para producir una especie de efecto general, impidiendo la solicitud y el decreto de medidas cautelares sobre los dineros depositados en las diferentes entidades bancarias de la ciudad, pues, frente a cada medida en concreto que solicite el ejecutante, deberá analizarse su procedencia de manera específica, en orden a disponer o no a su decreto. 
Encontrando entonces que le asiste razón al recurrente en el sentido que no debió levantarse la medida, se revocará el auto impugnado, ordenando al juzgado continuar con el trámite pertinente.

Costas en esta Sede no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.  REVOCAR el auto interlocutorio de veintisiete (27) de noviembre de 2017 proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito. 

SEGUNDO. ORDENAR al Juzgado Segundo Laboral del Circuito que continuar con el trámite correspondiente. 
TERCERO. DISPONER que a través de la Secretaría de esta Corporación se realicen las gestiones tendientes a la devolución del presente proceso a su juzgado de origen.
Sin costas en esta instancia.
Notifíquese y cúmplase.
Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ


           Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                                                        Aclara Voto
6

